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Un llamamiento a las Naciones Unidas 

Una declaración de la gente corriente 
 

Nosotros, la gente de a pie1 , hacemos la siguiente declaración sobre la conducta del 
Estado de Israel hacia el Estado de Palestina, otros Estados de Oriente Medio y el Estado 
de derecho, reunidos en asamblea en La Haya, Ciudad de la Paz y la Justicia, Países 
Bajos, el 28 de agosto de 2026. La declaración va dirigida a las Naciones Unidas, a través 
de los buenos oficios de su secretario general, el Sr. A. M. de Oliveira Guterres. 

1. En esta declaración, nosotros, la gente de a pie, planteamos una reivindicación 
social en favor de la justicia frente a la conducta perturbadora del Estado de Israel 
en Oriente Medio. Esta reivindicación cuenta con el respaldo de personas de todo 
el mundo. En ella exigimos el respeto de los valores y del Estado de derecho, tal y 
como desean expresar muchos ciudadanos de a pie. Nosotros, la gente de a pie, 
no pretendemos ser expertos, pero, no obstante, intentamos utilizar un lenguaje 
preciso para explicar lo que nos indigna. La multitud de comportamientos 
violentos por parte del Estado de Israel y la falta de respeto por el Estado de 
derecho en los territorios que ocupó en 1967 y más allá son lesivas en muchos 
sentidos y constituyen el núcleo de este llamamiento a las Naciones Unidas. En 
esta petición no se esgrime ningún argumento para negar al Estado de Israel su 
fundamento soberano. Al contrario, precisamente por respetar esa base, en este 
llamamiento se explica por qué la conducta indebida del Estado de Israel no es 
aceptable para nosotros, la gente corriente. La reivindicación que promovemos se 
detalla al final de este llamamiento. 

 
El vacío 

2. Nosotros, la gente de a pie, afirmamos y consideramos que el Estado de derecho 
y el respeto inherente al derecho internacional son fundamentales para el espíritu 
con el que los gobiernos modernos posteriores a la Segunda Guerra Mundial 
deben llevar a cabo su gestión. Reconocemos además que en los territorios 

 
1 La expresión «gente corriente» se refiere, en este llamamiento, al grupo en constante evolución de 
personas que se interesan por los acontecimientos internacionales. Su denominador común es que siguen 
la actualidad internacional a través de diversas fuentes y comentan las noticias internacionales con otras 
personas. No pretenden tener conocimientos especializados, pero sí tienen opiniones sobre lo que es 
inaceptable cuando un Estado ejerce su poder.  
Las personas que normalmente no se interesan por lo que ocurre más allá de las fronteras del país en el 
que viven, pero que, no obstante, se toman la molestia de prestar atención a este llamamiento inusual, 
también se consideran incluidas en nuestra definición de «gente corriente». Este grupo en constante 
cambio de personas que observan el «comportamiento de los Estados» también puede asociarse con la 
frase «El mundo está observando activamente»: ese conjunto indefinido de gente corriente que se queda 
regularmente atónita ante los numerosos y graves fracasos de la política internacional. 
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ocupados ilegalmente2 del Estado de Palestina3 por el Estado de Israel, no existe 
el Estado de derecho; que esta situación actual ha sido provocada por las 
acciones del Estado de Israel, lo que no exime de responsabilidad a las partes no 
estatales, como Hamás; que los palestinos sufren las graves consecuencias de 
este vacío; y que, por lo tanto, nos tomamos la libertad, a través de usted, señor 
Secretario General, de hacer un llamamiento directo a las Naciones Unidas para 
que adopten medidas colectivas y correctivas con respecto al Estado de Israel. 

Naturaleza de la solicitud 

3. La postura defensiva permanente del Estado de Israel ha sido, en diversos 
momentos, ampliamente percibida como necesaria4 . Sin embargo, se ha 
convertido en un enfoque ofensivo5 destinado a la destrucción de todo un pueblo 
y de su Estado. Esto es inaceptable en cualquier forma. Este llamamiento insta a 
las Naciones Unidas a adoptar medidas para frenar al Estado de Israel.  
 

4. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que las observaciones y conclusiones 
aquí expuestas se centran en la ausencia del Estado de derecho en los territorios 
ocupados6 bajo el control del Estado de Israel. Nuestra declaración se centra en 
las dramáticas e inhumanas consecuencias que esta ausencia del Estado de 
derecho tiene para el pueblo palestino en los territorios ocupados, y en que esta 
situación se ha convertido en un ejemplo emblemático de lo que puede ocurrir 
cuando un Estado no respeta el Estado de derecho.   
 

5. Nosotros, ciudadanos de a pie, afirmamos que el hecho de que nos centremos en 
los territorios ocupados no exime de responsabilidad a otros Estados que no 
respeten el Estado de derecho. Más bien, la terrible situación de la población 

 
2 Con la expresión «territorios ocupados ilegalmente» se hace referencia a los territorios ocupados 
ilegalmente en 1967 por el Estado de Israel, es decir, los territorios que estaban destinados a formar parte 
del Estado de Palestina según lo previsto en el Plan de Partición de las Naciones Unidas de 1947 y que 
fueron gobernados entre 1949 y 1967 por Jordania y Egipto. En lo sucesivo, estos territorios también se 
denominarán «territorios ocupados».  
3 El «Estado de Palestina», tal y como fue reconocido en 1988 por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, se denominará en lo sucesivo también «Palestina». El estatus del Estado de Palestina fue 
reconocido de forma más directa por las Naciones Unidas en 2012, cuando Palestina pasó a ser un «Estado 
observador no miembro» de las Naciones Unidas. Por otra parte, cabe señalar que el Estado de Palestina 
ha sido reconocido por 157 Estados de un total de 193 Estados miembros de la ONU. 
4 Cabe señalar que esta percepción nunca fue compartida de forma universal. Desde el principio, la 
mayoría de los palestinos, otros árabes y muchos no árabes consideraron el establecimiento del Estado de 
Israel en 1948 como una injusticia impuesta a los palestinos a través de la política internacional. Los 
palestinos sufrieron un despojo y un desplazamiento generalizados, conocidos colectivamente como la 
Nakba, o «la catástrofe».  
5 Los matices del término «defensivo» son ambiguos, ya que los combates comenzaron inmediatamente 
después de que la ONU adoptara el Plan de Partición en 1947. El desplazamiento de los palestinos 
comenzó poco después, y los refugiados empezaron a llegar a los países vecinos a finales de 1947. 
6 Se hace referencia a los territorios «ocupados» por el Estado de Israel tras la guerra árabe-israelí de 1967. 
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palestina se ha convertido en un ejemplo deplorable de la erosión total de las 
perspectivas viables de una vida digna cuando los Estados no respetan el Estado 
de derecho.  

Territorios en cuestión 

6. Israel no definió sus fronteras cuando declaró su independencia el 14 de mayo de 
1948. La Declaración de Independencia hacía referencia al Plan de Partición de 
las Naciones Unidas de 1947, pero no adoptó los límites propuestos en dicho 
plan. Las líneas de armisticio de 1949 marcaban la posición de las fuerzas 
enemigas tras la guerra. Los acuerdos de armisticio establecían expresamente 
que estas líneas no constituían fronteras políticas ni territoriales definitivas. 
Posteriormente, Israel estableció fronteras acordadas internacionalmente con 
Egipto y Jordania mediante tratados de paz, pero no todas sus fronteras se han 
fijado de forma definitiva.7 
 

7. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que, a efectos de este llamamiento y 
solicitud a las Naciones Unidas, nos referimos a Palestina como el Estado de 
Palestina, que abarca Cisjordania, incluida Jerusalén Este, y la Franja de Gaza, 
conocidas colectivamente como los territorios palestinos ocupados por Israel 
tras la guerra de 1967. 
 

8. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos además que las Naciones Unidas 
reconocieron al Estado de Israel al admitirlo como miembro de pleno derecho en 
19498 .  

Expulsiones 

9. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que un gran número de habitantes 
palestinos del territorio que hoy conforma el Estado de Israel se vieron obligados 
a abandonar dicho territorio entre 1947 y 1949, así como después de 1967. 
Reconocemos que se han producido nuevas expulsiones, así como diversas 
formas de presión sobre los palestinos para que se marchen, a través de multitud 

 
7 El Plan de Partición de la ONU fue rechazado por los principales líderes árabes palestinos y por los Estados 
árabes de la época (1948) y nunca se llevó a cabo. Los ejércitos árabes regulares entraron en la antigua 
Palestina bajo mandato británico principalmente tras el fin del Mandato Británico (14 de mayo de 1947) y 
en el momento de la proclamación de la Declaración de Independencia de Israel, aunque los combates 
propiamente dichos y la entrada de fuerzas irregulares árabes habían comenzado antes. Sus principales 
posiciones se encontraban en el territorio propuesto para el Estado árabe, pero también atacaron zonas 
propuestas para el Estado judío, mientras que Transjordania ocupó Jerusalén Este, que el Plan de la ONU 
había designado para la administración internacional. En el momento de los armisticios de 1949, Israel 
controlaba aproximadamente el 78 % de Palestina, en lugar del 56 % previsto en el Plan de Partición. 
8 El Estado de Israel fue admitido en las Naciones Unidas el 11 de mayo de 1949 mediante la Resolución 
273 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
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de acciones llevadas a cabo por el Estado de Israel y sus ciudadanos. 
Reconocemos además que los palestinos han sido expulsados a zonas que, 
efectivamente, forman parte de Palestina —concretamente Gaza y Cisjordania—
, pero también a otras zonas del Líbano, Siria y Jordania y otros países, y que este 
proceso de expulsión por parte del Estado de Israel ha ido acompañado, a lo largo 
de los años, de la detención y el encarcelamiento de palestinos en campos y 
prisiones israelíes. Observamos que estas detenciones han afectado a un número 
abrumador de detenidos palestinos, y que se ha informado posteriormente de la 
desaparición de un gran número de las personas arrestadas o detenidas. 
 

10. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que los hechos descritos anteriormente 
han dado lugar a respuestas violentas que constituyen faltas graves, incluidos el 
asesinato y los asesinatos en masa, también por parte palestina. Reconocemos 
además que la sucesión casi ininterrumpida de incidentes violentos a lo largo de 
un período de más de setenta años es inaceptable. 

Actos de genocidio y crímenes de guerra 

11. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que el Estado de Israel ha llevado a 
cabo, hasta la fecha (mediados de 2026), una serie casi ininterrumpida de actos 
que nosotros, la gente de a pie, entendemos que constituyen actos de genocidio9 

 
9 Se hace referencia al artículo II de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 
de 1948, que define el genocidio como una serie de actos específicos —entre los que se incluyen el 
asesinato y el hecho de infligir deliberadamente condiciones de vida calculadas para provocar la 
destrucción física de un grupo— cometidos con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso. 
Nuestra postura difiere de la de quienes sostienen que, a falta de una resolución judicial definitiva, aún no 
es posible concluir que el Estado de Israel haya cometido un genocidio. Sin embargo, dicha ausencia no 
obliga a la ciudadanía a suspender su juicio ni a guardar silencio cuando una gran cantidad de información 
procedente de fuentes fiables respalda su punto de vista. Ante las pruebas abrumadoras y ampliamente 
documentadas desde octubre de 2023 —incluida la información sobre asesinatos y lesiones masivas, la 
destrucción de viviendas e infraestructuras civiles esenciales, los repetidos desplazamientos forzosos y la 
privación de alimentos, agua, refugio y atención médica—, no podemos permanecer en silencio. 
Las declaraciones incriminatorias realizadas por altas figuras políticas y militares israelíes sobre la 
destrucción deliberada de Gaza y de la población palestina son reveladoras. Para nosotros, no hay duda 
alguna sobre el carácter genocida de esta conducta. No somos los únicos en llegar a esa conclusión. 
La Comisión Internacional Independiente de Investigación de las Naciones Unidas concluyó en septiembre 
de 2025 que Israel había cometido genocidio contra los palestinos de Gaza, incluidos actos que entran en 
el ámbito de aplicación del artículo II, letras a) a d), de la Convención. La Asociación Internacional de 
Estudiosos del Genocidio ha concluido asimismo que las políticas y acciones de Israel en Gaza se ajustan 
a la definición jurídica de genocidio. Véase también Middle East Eye. 
La conducta de Israel en Cisjordania debe abordarse por separado, pero no puede considerarse de forma 
aislada. Los asesinatos, la violencia de los colonos, las demoliciones, el despojo sistemático, los 
desplazamientos forzosos, la expansión ilegal de los asentamientos, las políticas urbanísticas 
discriminatorias, la persecución y las medidas encaminadas a la anexión forman parte del ataque más 
amplio contra el pueblo palestino. También son relevantes para nuestra evaluación del patrón general y la 
intención que subyace a la política estatal israelí. 
La violencia organizada y desenfrenada de Israel en otros países de Oriente Medio puede y debe juzgarse 
igualmente con arreglo al Derecho internacional. Demuestra el alcance regional más amplio de la 

https://www.middleeasteye.net/news/top-genocide-scholars-unanimous-israel-committing-genocide-gaza-investigation-finds
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y crímenes de guerra en respuesta al atroz ataque contra Israel perpetrado por el 
movimiento islamista Hamás, con sede en Gaza, y por grupos afiliados con 
objetivos similares, el 7 de octubre de 202310 . Reconocemos, además, que estos 
actos de genocidio y crímenes de guerra cometidos por el Estado de Israel han 
causado un gran número de víctimas civiles; que estas operaciones han dado 
lugar a la destrucción total y generalizada de la vida civil y las infraestructuras en 
Gaza y, en parte, a la destrucción de Cisjordania; a la prolongación de la 
ocupación de Gaza, Cisjordania y zonas del Líbano y Siria por parte del Estado de 
Israel; y a una destrucción masiva en el sur del Líbano y su capital. Observamos 
que el nivel de destrucción causado por el Estado de Israel, aparte de los actos de 
genocidio y los crímenes de guerra, se ha caracterizado por la limpieza étnica, el 
etnocidio, el memoricidio, el bibliocidio y el sociocidio, entre otros. ¿Puede ser 
peor? 
 

12. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que los Estados miembros de las 
Naciones Unidas no han logrado frenar el descarado y brutal abuso de poder del 
Estado de Israel, reconocido originalmente por las Naciones Unidas en 1949. 
Reconocemos que la violencia indiscriminada infligida a las poblaciones de Gaza, 
Cisjordania, el sur del Líbano, Siria, Irán y otros países constituye, en nuestra 
opinión, una serie ininterrumpida de crímenes de guerra y actos de genocidio que 
nos resulta claramente visible.  
 

13. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que las Naciones Unidas tienen la 
misión de promover el bienestar de los pueblos de sus Estados miembros, y que 
esta misión se recoge en los objetivos de las Naciones Unidas, entre los que se 
incluyen, en particular —aunque no de forma exclusiva— el mantenimiento de la 
paz y la seguridad internacionales, la protección de los derechos humanos, la 
prestación de ayuda humanitaria y la defensa del derecho internacional. 
 

14. Nosotros, la gente de a pie, afirmamos que cometer actos de genocidio y crímenes 
de guerra va directamente en contra de los propósitos de las Naciones Unidas. En 
vista de ello, consideramos que las Naciones Unidas deben poner freno al Estado 
de Israel. A este respecto, señalamos que, para los civiles, suele darse por 
sentado que cualquier actividad que vaya en contra de los propios objetivos para 
los que se les ha concedido una autorización puede dar lugar a la revocación o a 

 
conducta violenta del Estado israelí. La necesidad de iniciar procedimientos judiciales, y el tiempo que 
requieren los tribunales para dictar sus resoluciones, no nos impedirá presentar este llamamiento ante las 
Naciones Unidas. 
10 Este llamamiento se centra en el «comportamiento del Estado» y no en el comportamiento de individuos, 
grupos u organizaciones de carácter privado. La horrible matanza masiva que tuvo lugar el 7 de octubre de 
2023 queda, por lo tanto, fuera del alcance de este llamamiento a las Naciones Unidas. 
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la retirada parcial de dichos derechos. No nos adentramos en las razones que 
subyacen a la doble moral que se observa en el caso relacionado con el Estado de 
Israel, que está actuando en contra de los objetivos de las Naciones Unidas. No 
obstante, sí pedimos a las Naciones Unidas que adopten medidas correctivas 
contra un Estado al que apoyaron en su camino hacia la condición de nación al 
aceptar su adhesión como miembro de pleno derecho, mientras dicho Estado 
lleva a cabo acciones que constituyen actos de genocidio y crímenes de guerra. 
De no ser así, ¿qué debemos pensar de las Naciones Unidas? La falta de medidas 
correctivas socava la credibilidad de las Naciones Unidas de manera existencial. 

15. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos además que no puede ser un objetivo 
de las Naciones Unidas facilitar o mostrar indulgencia hacia los actos de 
genocidio y los crímenes de guerra perpetrados por cualquier Estado al que las 
Naciones Unidas hayan otorgado en su día el reconocimiento, incluido el Estado 
de Israel, en virtud de las facultades discrecionales únicas que solo las Naciones 
Unidas ejercen en virtud del derecho internacional público. Por el contrario, 
debería aplicarse lo contrario. Nosotros, la gente de a pie, entendemos, por tanto, 
que, dentro de esta lógica, la suspensión de determinados poderes derivados de 
dicha soberanía sería la medida normal que habría que adoptar. 

El Estado de derecho como eje central 

16. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que las normas del derecho 
internacional público constituyen la base jurídica para el establecimiento del 
Estado de Israel. Reconocemos, además, que ninguna autoridad que no se funde 
en el derecho internacional público puede sustituir al orden internacional que los 
Estados aceptaron tras la Segunda Guerra Mundial, y que el respeto al derecho 
internacional es un componente esencial del principio del Estado de derecho, que 
la gente de a pie considera el pilar central de la gobernanza moderna. 
 

17. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que el Estado de derecho consiste, en 
esencia, en los siguientes elementos: 

1. El Estado —también denominado «la administración»— debe respetar la ley, 
del mismo modo que los ciudadanos están sujetos a ella; 

2. El Estado debe acatar las sentencias dictadas por los jueces; 
3. El Estado debe cumplir los compromisos contraídos por sus representantes 

ante un tribunal o cualquier otro órgano encargado de la resolución de litigios;  
4. El Estado debe respetar los derechos humanos; 
5. El Estado debe cumplir las obligaciones derivadas de los tratados con otros 

Estados y organizaciones internacionales, incluidas las obligaciones relativas 
al derecho de los conflictos armados y al cumplimiento de los tratados («pacta 
sunt servanda»), y debe actuar con el ánimo de animar a sus socios en los 
tratados a hacer lo mismo;  
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6. El Estado debe garantizar la separación de poderes, en particular entre los 
poderes legislativo, ejecutivo y judicial; 

7. El Estado debe establecer y salvaguardar mecanismos significativos y 
periódicos de supervisión y rendición de cuentas de las autoridades que 
actúan en nombre del Estado y de las entidades que reciben fondos públicos. 

 
18. Nosotros, la gente de a pie, sabemos que los elementos mencionados 

anteriormente son el resultado de siglos de largos y encarnizados conflictos entre 
Estados, grupos étnicos y/u otras entidades organizadas, y que dichos elementos 
se han consolidado como la mejor vía posible para que las sociedades avancen 
de forma pacífica, tanto en su seno como en cooperación con otros actores 
(Estados, grupos, entidades). Por lo tanto, somos conscientes de que el Estado de 
derecho constituye el núcleo de la gobernanza moderna y de que este conjunto 
de elementos fundamentales no puede ser ignorado ni anulado por acuerdos 
transaccionales —ya sea con fines comerciales o no— entre quienes han recibido 
el poder estatal. Entendemos también, en este sentido, que no nos gobiernan los 
hombres, sino las leyes, y que ningún acuerdo de cualquier naturaleza, y entre 
cualquier persona o autoridad, puede prevalecer sobre los principios jurídicos del 
Estado de derecho antes mencionados. 

 
Estado de derecho y garantías procesales 
 

19. Nosotros, la gente común, afirmamos que el derecho a la autodeterminación del 
pueblo palestino se ve vulnerado por la ocupación ilegal de territorios de Palestina 
por parte del Estado de Israel, al igual que la capacidad del pueblo palestino para 
expresar su identidad y seguridad mediante el control de su patria territorial. 
Sostenemos que, si esta invasión y violación continuadas por parte del Estado de 
Israel del territorio y las competencias soberanas de Palestina, así como de su 
derecho inherente a la autodeterminación, son el resultado de transacciones 
opacas llevadas a cabo por el Estado de Israel o por sus principales políticos, 
funcionarios o dirigentes con otras potencias estatales extranjeras, sus 
representantes o particulares, dichos acuerdos o pactos no serán válidos, ya que 
el Estado de derecho exige que se respeten las garantías procesales. 

 
20. Nosotros, la gente de a pie, sostenemos que la soberanía de un Estado no puede 

ser objeto de intercambio bajo ninguna forma ni modalidad. Entendemos que esto 
es así porque la soberanía de un Estado no puede ser propiedad ni estar en manos 
de ninguna persona física, entidad u otra parte privada. Reconocemos que, de 
acuerdo con las normas establecidas tras la Segunda Guerra Mundial, el destino 
del estatus soberano de un Estado recae, en esencia, en el pueblo de dicho 
Estado. Nosotros, la gente de a pie, afirmamos, por lo tanto, que la soberanía de 
un Estado está en manos de sus ciudadanos y no bajo el control de ninguna 
persona en particular ni de ninguna otra entidad. Insistimos en que el debido 
proceso es la clave para dar voz a la voluntad del pueblo y que el Estado de 
derecho ocupa un lugar central en este proceso. 
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21. Reconocemos que la consulta a un pueblo sobre la continuidad o la modificación 
de la soberanía del Estado al que pertenece depende, por defecto, de que se 
brinde a los miembros de dicho pueblo una oportunidad justa de emitir su voto 
sobre esta cuestión vital y de hacerlo de acuerdo con los protocolos y garantías 
jurídicas adecuados. Además, se aplicarán las normas del derecho internacional 
público, mientras que las declaraciones formales de los Estados y las autoridades 
internacionales siguen siendo relevantes para esta cuestión existencial de 
cualquier Estado. Mientras tanto, no hay atajos en este sentido a la hora de 
consultar al pueblo sobre el futuro de un Estado. La prerrogativa de modificar los 
poderes soberanos recae en manos del pueblo. Este es su privilegio y, desde una 
perspectiva histórica, supone un importante logro social que nosotros, la gente 
común, reconocemos y acogemos con satisfacción. No podemos aceptar el 
«politicidio», como un historiador israelí denominó a este proceso. Con ello nos 
referimos a un proceso diseñado para eliminar la existencia política palestina. 

 
22. Hacemos hincapié en este punto porque décadas de historia sugieren que el 

Estado de Israel sigue intentando alterar, perturbar o socavar los derechos 
soberanos del Estado de Palestina, aunque este esfuerzo continuo e irregular 
esté, sea cual sea su forma, abocado al fracaso. Recordamos, a este respecto, 
que cualquier cambio legítimo en el poder soberano es imposible sin el debido 
proceso y que esta situación jurídica se deriva de la propia naturaleza de la 
soberanía de un Estado, que sencillamente no puede ser propiedad de, ni estar en 
poder de, ni ser objeto de intercambio por parte de grupos o personas exclusivas, 
ni puede ser confiscada mediante la fuerza de ningún tipo. En cuanto a la ilusión 
que surge hoy en día de adquirir, comprar o poseer de algún modo derechos 
soberanos «como parte privada» mediante un acuerdo con las fuerzas del Estado 
ocupante, sus representantes o particulares israelíes, observamos que esta 
reflexión se refiere a los aparentes planes de reconvertir la ahora devastada Franja 
de Gaza en un caso de éxito inmobiliario comercial.  En este sentido, hoy en día 
cabe pensar en iniciativas empresariales en el extranjero, alianzas comerciales, 
agentes extranjeros o particulares con gran riqueza que buscan ampliar su 
influencia, su propiedad y su potencial de beneficio mediante la usurpación del 
poder estatal —o de elementos del mismo— y, de este modo, hacerse con partes 
de los territorios ocupados. Sin embargo, tales fuerzas pasarán por alto la opinión 
del pueblo palestino y, por lo tanto, no tendrán más validez que la fuerza bruta. 

 
23. Rechazamos en los términos más enérgicos posibles la campaña que el Estado 

de Israel lleva años llevando a cabo para someter la voluntad del pueblo palestino 
mediante actos que, en nuestra opinión, constituyen actos de genocidio, 
crímenes de guerra, intimidación continua y medidas opresivas, como las 
detenciones y las violaciones de la vida civil, contrarias al Estado de derecho.  

 
El camino hacia la conducta extremadamente indebida del Estado de Israel 
 

24. Nosotros, la gente de a pie, consideramos que, en los territorios ocupados, el 
Estado de Israel no cumple ninguno de los elementos fundamentales del Estado 
de derecho. Sostenemos que estos elementos constituyen la esencia de un 
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Estado basado en normas que actúa en interés de las personas a las que 
representa, o en el marco de su responsabilidad hacia un pueblo ocupado, 
mientras que el Estado de Israel ha impuesto un camino destructivo a la población 
de los territorios ocupados. En lugar de defender los principios del Estado de 
derecho, el Estado de Israel se ha convertido en un Estado que lleva a cabo 
operaciones que consideramos genocidio, crímenes de guerra, restricción de la 
libertad de prensa y de los medios de comunicación, y violencia contra la 
población civil, al tiempo que mantiene prácticas de invasión de la intimidad y de 
vulneración de la seguridad colectiva y personal por parte de su ejército, su policía 
y sus funcionarios. La denegación o la corrupción de la ayuda humanitaria en los 
territorios ocupados ilegalmente, contraria a las convenciones internacionales, 
ha sido una política particularmente cínica de Israel con efectos dramáticos sobre 
la población palestina que perdurarán durante generaciones, así como sobre su 
capacidad para reconstruir su futuro. 

 
Solicitud de reforma de las Naciones Unidas y del Estado de Israel 
 

25. Nosotros, la gente de a pie, consideramos evidente que tal conducta indebida, 
prolongada y extrema por parte del Estado de Israel equivale a la conducta de un 
Estado terrorista11 , y que esto ha sido —en la práctica— tolerado por la 
comunidad internacional que dio origen al Estado de Israel en 1949 mediante el 
respaldo de las Naciones Unidas, además de los respaldos y el apoyo de muchos 
Estados miembros individuales de las Naciones Unidas. 

  
26. Aunque ha habido críticas reiteradas por parte de otros Estados y organizaciones 

de la comunidad internacional sobre la conducta indebida continuada del Estado 
de Israel, este Estado rara vez ha adoptado medidas efectivas para hacer frente a 
dichas críticas, según creemos, y de ahí que continúen los actos de genocidio y 
otras violaciones del derecho internacional. Además, la respuesta a ese 
comportamiento evasivo por parte del Estado de Israel ha sido percibida por otros 
Estados y por la comunidad internacional como si este fenómeno de evasión y 
negación constante del comportamiento delictivo por parte del Estado de Israel 
fuera «un barco que pasa en la noche». Así es como hemos llegado a percibirlo. 
Pero no hay motivo para mostrarse complaciente ante todo esto, ni por una 
cuestión de principios ni desde un punto de vista pragmático. Debido a la continua 
ausencia o escasez de medidas correctivas para subsanar la conducta indebida 
mencionada por parte del Estado de Israel, también está en juego la credibilidad 
del marco internacional actual en su conjunto. 

 
27. Reconocemos que la ausencia de medidas correctivas efectivas por parte de la 

comunidad internacional en relación con un Estado cuya creación también fue 

 
11 La expresión «Estado terrorista», tal y como se ha definido, se refiere a un Estado que responde de manera 
sistemática y desproporcionada hacia los civiles sometidos a su autoridad, ya sea mediante el uso 
excesivo de la fuerza física por parte de funcionarios estatales o de grupos o individuos respaldados por el 
Estado, mediante una intimidación armada desmesurada o mediante una presión no física excesiva a 
través del discurso o el tono, o bien mediante un comportamiento desmesurado por parte de funcionarios 
estatales, de la policía o del personal del ejército.  
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respaldada por las Naciones Unidas demuestra una profunda incapacidad por 
parte de dicha comunidad, a pesar de los notables esfuerzos por mejorar12 . 
Afirmamos que esta incapacidad es inaceptable para el pueblo de Palestina y para 
nosotros, la gente corriente. Somos testigos a diario del horrible destino que sufre 
el pueblo de Palestina a través de los medios de comunicación y otras fuentes de 
información. Nosotros, la gente de a pie, insistimos, por lo tanto, en que este 
fracaso tan masivo y prolongado de las Naciones Unidas —y, en términos más 
generales, de la comunidad diplomática— a lo largo de más de setenta años debe 
conducir inevitablemente a un rediseño exhaustivo tanto de las Naciones Unidas 
como del Estado de Israel. 

 
Alcance del sufrimiento en términos geográficos 
 

28. Nosotros, la gente de a pie, sostenemos que la transformación del Estado de Israel 
en un Estado que incumple repetidamente las obligaciones vinculantes que le 
impone el Derecho internacional, incluido el Derecho internacional de los 
derechos humanos, es inaceptable en cualquier forma y grado. Reconocemos, 
además, que el marco de salvaguardias previsto en el derecho internacional para 
permitir que las organizaciones internacionales y sus Estados miembros adopten 
medidas correctivas no ha funcionado, en la práctica, de manera oportuna y 
eficaz para la gente corriente de Palestina. Esto también ha tenido un impacto 
desestabilizador y destructivo en millones de personas de países vecinos como el 
Líbano, Siria y Jordania, lo que ha supuesto muchos años de sufrimiento 
intolerable para las personas afectadas. 

 
 
 
 

 
12 En cuanto a una iniciativa reciente destinada a acercar la perspectiva de paz en Oriente Medio, cabe 
mencionar la iniciativa de la sociedad civil «Llamamiento de París» 
(https://parispeaceforum.org/publications/the-paris-call-for-the-two-state-solution/).  
El Plan de Paz para Gaza (17 de noviembre de 2025) no contó con la participación del Estado de Palestina, 
lo que supuso un defecto fundamental en su concepción y aplicación. Las iniciativas recientes fueron las 
siguientes:  
1. La Alianza Global para la Aplicación de la Solución de los Dos Estados (puesta en marcha en 2024, 

con Noruega, Arabia Saudí y otros países desempeñando un papel destacado). Esta iniciativa creó un 
marco diplomático para la acción coordinada;  

2. La Conferencia de Francia y Arabia Saudí en la ONU (julio de 2025), que dio lugar a la denominada 
«Declaración de Nueva York». Esta fue más allá del Llamamiento de París al proponer medidas 
concretas y con plazos definidos para la creación de un Estado palestino, la reforma de la gobernanza, 
la reconstrucción de Gaza y los mecanismos internacionales de seguimiento;  

3. El Llamamiento de París por la solución de dos Estados (junio de 2025), que reunió a cientos de 
líderes de la sociedad civil israelí y palestina, organizaciones por la paz, académicos, antiguos 
funcionarios y simpatizantes internacionales. El Llamamiento instaba a un alto el fuego, al acceso 
humanitario, a la liberación de rehenes, a la creación de un Estado palestino y a la aplicación de un 
marco de dos Estados; 

4. Reuniones de seguimiento en 2026, incluida otra reunión en París de representantes de la sociedad 
civil israelí y palestina que emitieron un «Llamamiento a la acción» dirigido al G7, en el que se hacía 
hincapié en que la expansión de los asentamientos, la violencia de los colonos y la anexión de facto 
amenazan la viabilidad de un Estado palestino. 

https://parispeaceforum.org/publications/the-paris-call-for-the-two-state-solution/
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Medidas que deben adoptar las Naciones Unidas 
 

29. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que la conducta observada del Estado 
de Israel, al hacer caso omiso del Estado de derecho, incluidas las obligaciones 
vinculantes en virtud del derecho internacional, exige la suspensión de su 
condición de miembro de pleno derecho de las Naciones Unidas. Afirmamos que 
la autoridad para retirar o suspender los derechos de membresía recae 
exclusivamente en las Naciones Unidas. Nosotros, la gente de a pie, deseamos, 
no obstante, que el comportamiento desenfrenado del Estado de Israel cese de 
inmediato. Su conducta actual conduce a la negación del Estado de derecho, del 
que es responsable en su aplicación en los territorios ocupados, incluido el 
respeto del derecho internacional, y, por lo tanto, instamos a las Naciones Unidas 
a que adopten todas las medidas necesarias para suspender la condición de 
miembro de las Naciones Unidas del Estado de Israel, al que aceptaron como 
miembro de pleno derecho en 1949, limitándola a la condición de observador. 

 
Motivos para la limitación del estatus  
 

30. Nosotros, la gente común, reconocemos las razones —en particular las derivadas 
del antisemitismo histórico y del Holocausto durante la Segunda Guerra 
Mundial— que llevaron a la creación de un refugio seguro, el Estado de Israel. 
Afirmamos, por otra parte, que existe un motivo para limitar las competencias 
institucionales de un Estado inicialmente respaldado bajo los auspicios de las 
Naciones Unidas cuando dicho Estado se ha transformado en un Estado que hace 
caso omiso del Estado de derecho, incluidas las obligaciones vinculantes en 
virtud del derecho internacional, y que, en su lugar, se comporta como un Estado 
depredador y terrorista. 
 

31. Reconocemos que la autorización para existir como Estado soberano, tal y como 
la respaldan las Naciones Unidas, no incluye ni puede incluir la autorización para 
cometer actos de genocidio y crímenes de guerra. Por el contrario, afirmamos que 
estos actos justifican la redefinición de los derechos, incluida la suspensión de 
los derechos y privilegios en su relación con las Naciones Unidas. Si bien Israel, 
como potencia ocupante, tiene responsabilidades legales para con la población 
de Palestina, no tiene ningún mandato sobre la soberanía intrínseca de Palestina. 

 
32. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que la capacidad, en principio, de 

reorientar el rumbo del desarrollo de un Estado depende tanto de fuerzas internas 
(soberanas) como externas (la comunidad internacional13 ). A la vista de la 
conducta indebida continuada del Estado de Israel, la comunidad internacional 
no está respondiendo con la firmeza necesaria. Consideramos que esto es 
inaceptable. Las Naciones Unidas deben adoptar medidas correctivas y eficaces 
contra el Estado de Israel. 

 
13 El caso de Timor Oriental constituye un precedente a la hora de apoyar la autodeterminación y los 
derechos humanos, lo que subraya el principio de que, si bien la soberanía estatal sigue siendo 
fundamental para el derecho internacional, puede ser cuestionada desde el punto de vista ético por la 
responsabilidad internacional de proteger a las poblaciones que sufren abusos sistémicos. 
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La Resolución 242 y el fin de las ocupaciones 
 

33. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que, si el Estado de Israel, a pesar de su 
conducta abusiva, sigue sin ser cuestionado por las Naciones Unidas por razones 
que pueden estar relacionadas con la viabilidad, con alineamientos de intereses 
personales o colectivos, o con consideraciones políticas que escapan a nuestro 
conocimiento, es esencial que el Estado de Israel —como uno de los pocos 
Estados creados con la participación de las Naciones Unidas— se ajuste, en 
cualquier caso, a los principios del Estado de Derecho enumerados anteriormente 
y a las sentencias de la Corte Internacional de Justicia (CIJ). Afirmamos que, con 
este fin, la ocupación por parte del Estado de Israel de Gaza, Jerusalén Este, 
Cisjordania y partes del Líbano y Siria debe poner fin de forma completa e 
inmediata. A este respecto, recordamos el apartado 1 de la Resolución 242 del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de 1967, que establece: 

 
«1. Afirma que el cumplimiento de los principios de la Carta exige el 
establecimiento de una paz justa y duradera en Oriente Medio, que debería 
incluir la aplicación de los dos principios siguientes: 
 

(i) la retirada de las fuerzas armadas israelíes de los territorios 
ocupados en el reciente conflicto; 
(ii) El cese de todas las reivindicaciones o estados de beligerancia y 
el respeto y reconocimiento de la soberanía, la integridad territorial 
y la independencia política de todos los Estados de la zona, así 
como de su derecho a vivir en paz dentro de fronteras seguras y 
reconocidas, libres de amenazas o actos de fuerza;» 

 
34. Nosotros, la ciudadanía, reconocemos que la Resolución 242 del Consejo de 

Seguridad de las Naciones Unidas (S/RES/242) fue aprobada por unanimidad por 
el Consejo de Seguridad el 22 de noviembre de 1967. Afirmamos además que, a 
la luz de esta decisión, la ocupación por parte del Estado de Israel de Gaza, 
Cisjordania, Jerusalén Este14 y partes del Líbano y Siria debe cesar de inmediato, y 
que los habitantes de los asentamientos ilegales deben, posteriormente, aceptar 
el desarme, devolver debidamente las tierras robadas15 a sus propietarios y 
aceptar la autoridad del Estado palestino. En cualquier caso, el fallo de la Corte 
Internacional de Justicia de 19 de julio de 2024 deja claro que «el Estado de Israel 
tiene la obligación de cesar inmediatamente todas las nuevas actividades de 
asentamiento y de evacuar a todos los colonos del Territorio Palestino Ocupado». 
Bajo ninguna circunstancia se debe reubicar por la fuerza a los habitantes 
palestinos de su propio país a otras zonas o países para dejar paso a colonos 
ilegales. 

 
14 Jerusalén Este es una cuestión extremadamente delicada tanto para los judíos como para los palestinos, 
que requiere negociaciones adicionales entre los Estados soberanos de Israel y Palestina, en lugar de la 
adquisición de territorio por la fuerza por parte del Estado de Israel. 
15 Rechazamos las reivindicaciones que se remiten a la antigüedad. 
 



13  
 

 
35. Observamos que la Resolución 242 (1967) ha sido reafirmada en actos jurídicos 

posteriores del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, incluidas las 
Resoluciones 338 (1973), 1392 (2002), 1515 (2003) y 2334 (2016), y que la 
Resolución 242 fue fundamental para los acuerdos alcanzados en Camp David 
(1978), Madrid (1991) y Oslo (1993). Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que 
el incumplimiento de las instrucciones del Consejo de Seguridad ha llevado al 
Estado de Israel a apropiarse de bienes mediante el uso de una fuerza extrema —
como actos de genocidio—, la intimidación y otras formas de presión, lo que ha 
dado lugar a la expropiación ilegal de derechos que pertenecen a Palestina y a sus 
habitantes. Reconocemos, además, que millones de personas se ven afectadas 
directa e indirectamente por las conquistas llevadas a cabo por el Estado de 
Israel, y que este patrón continuado de expropiación y ocupaciones ilegales es 
característico de la conducta de un Estado depredador que no ha sabido ajustar 
su rumbo al Estado de derecho —el estándar de la gobernanza moderna—.  

 
Resolución 242, la necesidad de realojar y crear nuevos terrenos 
 

36. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que el realojamiento de los habitantes 
de los asentamientos ilegales situados dentro del territorio del Estado de Israel 
reconocido internacionalmente, tal y como exige la Resolución 242, puede 
generar dificultades de vivienda en el propio Israel debido a la escasez de 
viviendas, de terrenos o de ambos. Afirmamos que, bajo ninguna circunstancia, 
ninguna de las partes, ni las Naciones Unidas, podrá invocar el espacio limitado 
dentro del Estado de Israel como justificación para expulsar a los habitantes 
originales de su territorio, tal y como se define en la Resolución 242 (1967). 

 
37. Todos los palestinos, ya sean refugiados, detenidos o de la diáspora, tienen 

derecho al retorno a sus territorios palestinos que pertenecen al Estado palestino, 
de conformidad con la Resolución 242 de las Naciones Unidas16 . Nosotros, la 
gente común, reconocemos que la población de Palestina y del actual Estado de 
Israel debe vivir en un Estado fundado en el principio del Estado de derecho. Esto 
difiere fundamentalmente de un Estado que se sustenta mediante actos de 
terrorismo; mediante actos que consideramos que constituyen actos de 
genocidio y crímenes de guerra; mediante la expulsión de los habitantes 
originales; mediante la intimidación constante de los residentes; mediante el 
asesinato de periodistas; y mediante la privación del acceso de la población a 
alimentos y agua, a centros de atención sanitaria, al respeto básico que se debe a 
todos los seres humanos y a las condiciones esenciales necesarias para 
mantener el bienestar humano básico. 

 

16 En 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Resolución 194, en la que se afirmaba 
que debía permitirse a los refugiados palestinos que desearan regresar a sus hogares y vivir en paz hacerlo. 
La Resolución 242 (1967) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas afirma la inadmisibilidad de la 
adquisición de territorio mediante la guerra. 
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Tergiversación continua de los hechos y el contexto 
 

38. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que, ante la guerra en curso llevada a 
cabo por el Estado de Israel, la información sobre la realidad de la vida en 
Palestina, el Líbano, Siria, Jordania e Irán se ve constantemente distorsionada. 
Reconocemos, además, que esta distorsión afecta tanto a las necesidades de las 
poblaciones de estas regiones como a sus condiciones de vida reales, y que el 
enorme volumen de falsedades —entendidas como la tergiversación deliberada 
de los hechos y el contexto— que circula a través de Internet y de los medios de 
comunicación convencionales se ha convertido en sí mismo en una forma de 
opresión para las personas afectadas. Insistimos en que el asesinato de más de 
225 periodistas por parte del Estado de Israel en Gaza y el Líbano desde 2023 
forma parte de un esfuerzo más amplio por amordazar a los medios de 
comunicación y ejercer una represión extrema en cada caso concreto, conducta 
que constituye un crimen de guerra. Reconocemos que frenar la desinformación 
impulsada por el Estado no entra de lleno dentro del mandato formal de su 
organización; no obstante, debe ponerse fin a la cultura generalizada de 
tergiversación por parte de actores estatales, ya sean directos o indirectos. Con 
este fin, insistimos en que reconozca que el respeto por el Estado de derecho brilla 
por su ausencia en las zonas en cuestión, y que esperamos que las Naciones 
Unidas adopten medidas rápidas y adecuadas para abordar y subsanar esta grave 
deficiencia. 

 
La supresión de la libertad de expresión es inaceptable 
 

39. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que, además de la coacción respaldada 
por el Estado, el Estado de Israel aprobó en 2026 una ley conocida como «Ley de 
la pena de muerte para terroristas». Para nosotros, la pena de muerte es 
inaceptable en cualquier circunstancia. Esta pena no es compatible con los 
derechos humanos fundamentales, entre los que se encuentra el derecho a la 
vida. Este castigo cruel e inhumano viola el Estado de derecho, que incluye el 
respeto a los derechos humanos y al derecho internacional.  También observamos 
que la «Ley de la pena de muerte para terroristas» parece estar dirigida, entre 
otros, a los palestinos de los territorios ocupados y a los ciudadanos del Estado 
de Israel que niegan el derecho a la existencia de dicho Estado. Dicha legislación 
es contraria a la libertad de expresión, tiene un efecto opresivo y está dirigida en 
gran medida a aplastar todas las formas de resistencia palestina, incluida la 
resistencia no militante. La ley refuerza el apartheid. 
 

No hay futuro para la acción coercitiva del Estado como medio para lograr un cambio de 
opinión 
 

40. Nosotros, la gente común, reconocemos que el Estado de Israel no puede tener 
credibilidad alguna si pretende cambiar las opiniones o el carácter de las 
personas —ya sea como grupo o como individuos— por la fuerza. Esto incluye la 
imposición de regímenes de detención de proporciones absurdas y 
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deshumanizadoras; la destrucción cultural; la destrucción de las condiciones de 
vida de los habitantes de los territorios ocupados; el robo de fuentes de agua;  
infligir daños físicos y psicológicos de por vida; el desmantelamiento  de la 
asistencia sanitaria; la devastación de los cultivos; destruir las  de carreteras y la 
destrucción de otras infraestructuras dentro y entre las comunidades civiles; la 
supresión de los canales de comunicación públicos; o el uso de cualquier otro 
medio de coacción y violencia en los territorios ocupados.  
 

El camino hacia la normalidad pacífica  
 

41. Nosotros, la gente corriente, reconocemos que un auténtico cambio de 
mentalidad surge a través de muestras de respeto mutuo, amistad y amor por las 
personas, por el medio ambiente y por la naturaleza en la que viven. 
Reconocemos que quienes se dedican activamente al cuidado afectuoso (TLC) de 
los demás —como en el ámbito sanitario— pueden servir de ejemplos brillantes 
de cómo conectar con las personas y con las fuentes de su inspiración. 
Afirmamos que el camino hacia la normalidad pacífica pasa por nuestras mentes 
y nuestros corazones, y que ninguna fuerza abusiva puede alterar esta realidad 
fundamental. Por lo tanto, debe condenarse la persecución de los cuidadores, los 
agentes humanitarios y el personal médico. La Agencia de las Naciones Unidas 
para los Refugiados de Palestina en el Cercano Oriente (UNRWA) debe ser 
reforzada, financiada, respaldada política y diplomáticamente por toda la 
comunidad de las Naciones Unidas y defendida enérgicamente. 

 
Participación de las mujeres en la toma de decisiones 
 

42. Nosotras, la gente corriente, reconocemos que es ingenuo y erróneo creer, o 
sugerir, que la destrucción masiva de entornos, de individuos, de grupos de 
personas o, de hecho, de centros enteros de civilización pueda provocar un 
cambio significativo de mentalidad. Observamos que son los hombres, en 
particular, quienes sostienen esta visión distorsionada. Observamos que 
hombres en puestos de liderazgo se han jactado públicamente de su capacidad 
para destruir a personas, grupos y otras civilizaciones, lo que consideramos un 
comportamiento escandalosamente inmaduro. Reconocemos, además, que esta 
mentalidad destructiva causa un daño inmenso en las relaciones personales y en 
las sociedades en general, y que dichos hombres se encuentran entre los 
dirigentes de los Estados que alimentan y avivan las hostilidades en curso en las 
regiones afectadas. Por esta razón, consideramos imperativo que las mujeres 
participen de forma sistemática y significativa en los procesos de toma de 
decisiones relativos a los asuntos que solicitamos que aborden las Naciones 
Unidas. Recordamos que esto es coherente con la Resolución 1325 del Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas, adoptada en 2000, que insta, entre otras 
cosas, a una mayor participación de las mujeres en las negociaciones de paz y la 
resolución de conflictos, y que forma parte de la agenda más amplia «Mujeres, Paz 
y Seguridad». Afirmamos que esta agenda requiere una aplicación inmediata 
como compromiso obligatorio para el tipo de decisiones que aquí se solicitan.  
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Ninguna tiranía es aceptable 

43. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que ningún Estado puede justificar la 
coacción sobre el terreno ni ninguna campaña de bombardeos cuando ello 
implique un uso deliberado, desproporcionado o excesivo de la fuerza. La 
tecnología moderna permite ataques militares de precisión. Afirmamos que el 
tipo de guerra que libra el Estado de Israel desde el 7 de octubre de 2023, 
caracterizada por la destrucción total, no guarda relación alguna con la tecnología 
de precisión. Creemos que es evidente que la demostración continua y 
abrumadora de fuerza mediante incursiones aéreas incesantes y de destrucción 
masiva por parte del Estado de Israel, junto con una variedad de otras medidas y 
operaciones coercitivas, constituye actos deliberados que consideramos 
equivalentes a actos de genocidio y otros crímenes de guerra. Consideramos que 
esto es evidente para cualquier observador y que ningún ejército de abogados 
podrá convencernos de lo contrario. Reconocemos que estos actos gravemente 
ilícitos van dirigidos contra la población de los territorios ocupados, contra la del 
sur del Líbano y contra la de otras partes de Oriente Medio. Consideramos que 
estos abusos son tan evidentes que resulta vergonzoso sugerir —como siguen 
haciendo numerosos funcionarios, políticos, periodistas y comentaristas— que 
tales atrocidades solo suscitan «preocupación» o eufemismos similares. 
Afirmamos, por el contrario, que la condena inequívoca de estos actos de 
terrorismo de Estado debe ser la norma y la única respuesta adecuada. Nosotros, 
la gente corriente, lo entendemos instintivamente, ya que los actos de terrorismo 
de Estado llevados a cabo por el Estado de Israel son demasiado brutales y 
horribles como para describirlos con palabras. 
 

44. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos además que el Estado de Israel ha 
declarado que su campaña de bombardeos se ha llevado a cabo como una 
estrategia de «ojo por ojo», y que actúa sin restricciones a la hora de responder de 
la forma que considere oportuna. Reconocemos que, al hacerlo, el Estado de 
Israel se sitúa en la posición de un Estado tiránico que actúa sin restricciones. 
Esto último es una «zona prohibida» según el derecho internacional. Para que 
quede claro, principios como los relativos a la distinción, la proporcionalidad y la 
necesidad militar son factores bien conocidos que deben tenerse en cuenta en las 
actividades bélicas, en contraposición a «actuar sin restricciones», lo cual no 
puede ser legítimo por defecto. 
 

45. Nosotros, la gente de a pie, denunciamos cualquier Estado tiránico, y no solo 
aquellos que practican la violencia sistemática que da lugar a la limpieza étnica y 
al genocidio. Creemos que las Naciones Unidas deberían hacer lo mismo, 
especialmente en lo que respecta a un Estado que ellas mismas ayudaron a crear. 
Recordamos que, a lo largo de la historia, los pueblos han reivindicado el derecho 
a rechazar el dominio tiránico de autoridades que ejercen el poder sin límites, tal 
y como demuestran la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de 
América (1776) y el Acta de Abjuración de los Países Bajos (1581). Consideramos 
que, en el actual sigloXXI, no existe ninguna razón concebible para apoyar la 
soberanía absoluta de un Estado tiránico por el mero hecho de que dicha 
soberanía fuera en su día —en parte— promovida y respaldada por la autoridad de 
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las Naciones Unidas o supuestamente prometida por la autoridad de Dios con el 
objetivo de restaurar un pasado idealizado de hace 3000 años. Por el contrario, 
sostenemos que, en tales circunstancias tiránicas, el poder soberano del Estado 
de Israel debe ser reexaminado con vistas a la suspensión de su condición de 
miembro de pleno derecho en la ONU y en todos los organismos de la ONU, 
limitándola a la condición de observador.   
 

46. Sostenemos que no existe ninguna autoridad que pueda prevalecer sobre la 
importancia del Estado de derecho y el respeto inherente al derecho 
internacional17 . En la comunidad internacional no podemos seguir tolerando a 
Estados que cometen actos de genocidio, crímenes de guerra y otras medidas 
coercitivas que no se ajustan al Estado de derecho. Eso es lo que nosotros, la 
gente de a pie, creemos, y hacemos un llamamiento a las Naciones Unidas para 
que pongan freno a esta situación. Esta petición es independiente de qué partido 
político o coalición de partidos políticos esté o pueda estar en el poder en el 
Estado de Israel. Por el contrario, está relacionada con la política del gobierno en 
funciones en un momento dado. 

 Aspectos temporales y momento de actuar 

47. En cuanto a las múltiples formas de violencia infligidas al pueblo del Estado de 
Palestina por parte del Estado de Israel, tomamos nota de que se avecinan las 
elecciones legislativas israelíes en octubre de 2026. Hay quien cree que su 
resultado influirá en si las actuales políticas destructivas del Gobierno israelí 
hacia los territorios palestinos ocupados y el pueblo palestino continúan, se 
prolongan de otras formas o se ponen fin de inmediato18 . Sea cual sea el resultado 
de estas elecciones legislativas, la destrucción total de Gaza como espacio vital y 
de otras zonas de Oriente Medio, provocada por el genocidio cometido y otros 
actos de violencia estatal extrema durante los últimos tres años (octubre de 2023 
– agosto de 2026) por parte del Estado de Israel, es evidente que no podrá 
revertirse para las generaciones venideras. Una demostración pública creíble de 
rendición de cuentas por esta expresión de fracaso estatal absoluto19 es 
imprescindible ante el pueblo palestino y ante la comunidad internacional, que se 

 
17 Sin duda, descarrilar, desestabilizar o sabotear deliberadamente el funcionamiento del Estado de 
derecho mientras, al mismo tiempo, se hace referencia positiva a las autoridades mencionadas 
anteriormente (como «la autoridad de la ONU» y la «autoridad de Dios») o a otras autoridades o credos 
(como los relacionados con la obtención de beneficios económicos o las finanzas en general), alegando 
que las instrucciones, resoluciones o declaraciones de dichas autoridades prevalecen sobre el Estado de 
derecho, es un error. Las observaciones sobre esas autoridades o credos relacionados con las ganancias 
financieras tienen muchos menos argumentos válidos que las de quienes insisten en el uso habitual del 
Estado de derecho. La aplicación significativa del Estado de derecho mejora el bienestar de los 
ciudadanos, incluida la seguridad jurídica que la gente suele anhelar. Además, la aplicación del Estado de 
derecho frena el extremismo, desalienta la violencia (especialmente la violencia de Estado) y, por defecto, 
respalda soluciones basadas en la equidad. 
18 La mayoría de los partidos políticos israelíes, o bien apoyan en 2026 el mantenimiento del control israelí 
sobre los territorios ocupados en 1967, o bien no abogan por el fin de la ocupación. La oposición más clara 
a la ocupación proviene de los partidos en los que los ciudadanos palestinos de Israel tienen una voz 
predominante. 
19 En el presente recurso, el genocidio se considera una forma de fracaso total del Estado por parte del país 
que comete dicho delito. 
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mantiene unida en el seno de las Naciones Unidas. Nosotros, la gente de a pie, 
creemos que las Naciones Unidas deberían liderar este proceso, ofreciendo 
indicaciones sobre cómo superar la destrucción del territorio palestino y el daño 
indescriptible que el Estado de Israel ha infligido al pueblo palestino en su guerra 
contra la organización Hamás.  Para que quede claro, esta opinión sobre el papel 
que se atribuye a las Naciones Unidas no pretende mitigar en modo alguno el 
inmenso dolor y el daño que han causado los crímenes cometidos por Hamás el 
7 de octubre de 2023, pero, como se ha señalado anteriormente, este 
llamamiento aborda el comportamiento de un Estado que es miembro de las 
Naciones Unidas, no el de un grupo ni de ningún individuo.  
 

48. El electorado israelí comprenderá que el resultado de las próximas elecciones 
nacionales en Israel puede influir en la forma en que las Naciones Unidas, los 
distintos países o los particulares puedan contribuir a encontrar un camino hacia 
la reconciliación. Por lo tanto, el electorado puede marcar la diferencia. Al mismo 
tiempo, sin embargo, la situación actual exige una actuación por parte de las 
Naciones Unidas. Nuestra exigencia a las Naciones Unidas es, tal y como hemos 
detallado en nuestra solicitud (véase más abajo), que se modifique la condición 
de miembro del Estado de Israel en las Naciones Unidas por la de observador, lo 
que implica privar al Estado de Israel de los derechos de voto y de presentar 
resoluciones en las Naciones Unidas. De no ser así, nos enfrentaremos a la 
situación de que, por un lado, el Estado de Israel —que es, en parte, fruto de una 
iniciativa de las Naciones Unidas— ha cometido y sigue cometiendo actos de 
genocidio y otros actos delictivos que contravienen la Carta de las Naciones 
Unidas, mientras que, al mismo tiempo, influye en el futuro de este mundo como 
participante en las votaciones de las Naciones Unidas. Nosotros, la gente de a pie, 
creemos que se trata de una combinación indefendible ante el mundo y que el 
Estado de Israel, que perpetra el «crimen de los crímenes», debe, por el contrario, 
ser sancionado por la ONU, y ello de forma inmediata, revirtiendo su estatus 
formal de «miembro» de las Naciones Unidas al de «observador». 
 

49. Desde el momento en que destacados representantes israelíes indicaron 
públicamente que el Estado de Israel respondería con intención genocida al atroz 
ataque de Hamás del 7 de octubre de 2023, nosotros, la gente de a pie, hemos 
estado esperando una respuesta inmediata de la comunidad internacional ante 
ese enfoque genocida. La declaración israelí «No habrá electricidad ni agua. Solo 
habrá destrucción (…)» lo decía todo. El genocidio se avecinaba, ya que la 
expresión «sin agua» equivale a «sin vida». Sin embargo, la respuesta de los países 
occidentales a esta ominosa declaración del 9 de octubre de 2023 fue tibia, lo que 
supuso, al mismo tiempo, la manifiesta decadencia moral de, al menos, los 
denominados países occidentales. Ahora, casi tres años después, los expertos en 
genocidio coinciden en que la respuesta real de Israel ha sido, de hecho, nada 
menos que un genocidio y que la negación de este «crimen de crímenes» carece 
de fundamento. Ni siquiera los continuos asesinatos de un gran número de 
periodistas que informaban sobre la grave situación en los territorios ocupados 
pueden ocultar este hecho espantoso. 
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50. Además, señalamos que, entretanto, la Corte Internacional de Justicia se 
pronunció el 19 de julio de 2024 sobre los territorios ocupados, afirmando que la 
ocupación de dichos territorios es ilegal; que una resolución de la Asamblea 
General sobre este fallo judicial ha fijado al Estado de Israel un plazo para retirarse 
de los territorios ocupados, plazo que no está cumpliendo; que la «Relatora 
Especial de las Naciones Unidas sobre los territorios palestinos ocupados», 
Francesca Albanese, ha informado en marzo de 2024 sobre la guerra de Gaza y ha 
señalado que existen «motivos razonables» para creer que el Estado de Israel ha 
cometido actos de genocidio; que se han publicado otros informes de 
organizaciones internacionales sobre el mismo tema; y que el genocidio continúa. 

 
51. En el contexto de todo lo anterior, nosotros, la gente de a pie, pedimos a las 

Naciones Unidas que actúen tal y como les solicitamos (véase más abajo) y que 
lo hagan ahora. El genocidio, cometido por un Estado respaldado por la ONU, 
exige atención inmediata y medidas correctivas. ¡Actúen sin demora! 

 
Derecho y obligación de poner fin a los actos de terrorismo 
 

52. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que todo Estado tiene tanto el derecho 
como la obligación de poner fin a los actos de terrorismo dentro de sus fronteras, 
independientemente de si dichos actos son perpetrados por individuos, por 
grupos o por organizaciones terroristas. Afirmamos que esta obligación es un 
requisito imprescindible para cualquier Estado que respete el Estado de derecho. 
Reconocemos además que este derecho y esta obligación de combatir el 
terrorismo no incluyen en modo alguno el derecho de un Estado a actuar a su vez 
como una organización terrorista, es decir, a aplicar la lógica del «ojo por ojo». 
Sostenemos que las medidas para poner fin a los actos terroristas deben 
adoptarse de acuerdo con protocolos rigurosos que sean coherentes con el 
Estado de derecho. Afirmamos que el Estado de derecho brilla por su ausencia en 
el Estado de Israel en lo que respecta a la forma en que ejerce el control sobre los 
territorios ocupados ilegalmente y en relación con la guerra que ha librado desde 
octubre de 2023. 

 
Igualdad ante la ley y no discriminación 

53. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que, en un Estado que respeta el Estado 
de derecho, no puede haber personas de primera, segunda o tercera clase. Sin 
embargo, Israel practica el apartheid. La aplicación del Estado de derecho exige 
que todas las personas sean tratadas como iguales ante la ley y que se rechace, 
por principio, la discriminación contra individuos o grupos. Afirmamos que el 
Estado de Israel no es dominio exclusivo de ningún grupo y que debe respetar a 
todas las personas tanto dentro como fuera de sus fronteras.  
 

54. Nosotros, la gente de a pie, sostenemos que las pruebas atroces y continuadas 
de lo contrario, tal y como se han expuesto anteriormente, inhabilitan al Estado de 
Israel para seguir siendo miembro de pleno derecho de las Naciones Unidas. Por 
consiguiente, insistimos en que la Asamblea General de las Naciones Unidas 
tiene la obligación de —como mínimo— suspender la condición de miembro del 
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Estado de Israel en las Naciones Unidas y sus organismos, reduciéndola a la 
condición de observador. Para nosotros, la gente de a pie, no es concebible, 
comprensible ni aceptable que un Estado así pueda seguir sin ser cuestionado en 
su condición de miembro de las Naciones Unidas mientras actúa en 
contravención directa de los propósitos de las Naciones Unidas. 

 
Máximo esfuerzo por defender los principios 
 

55. Nosotros, la gente de a pie, hacemos un llamamiento a todos los Estados 
miembros de las Naciones Unidas para que respondan a este llamamiento de 
manera afirmativa. La comunidad internacional debe mantener una norma básica 
denunciando los actos de genocidio y los crímenes de guerra, sin perjuicio de que 
cada Estado miembro deba mejorar su propio desempeño en lo que respecta al 
respeto del Estado de derecho. 

 
La coacción israelí no es una lucha en nombre de la civilización occidental 
 

56. Nosotros, la gente de a pie, reconocemos que se ha afirmado que las atrocidades 
cometidas por el Estado de Israel en las regiones en cuestión deben considerarse 
un esfuerzo por defender la civilización occidental. Consideramos que tal 
afirmación es absurda y sostenemos que debe rechazarse siempre que se 
plantee. Observamos que muchos países comúnmente considerados parte de la 
«civilización occidental» se esfuerzan por basar sus administraciones públicas en 
el principio del Estado de derecho. Reconocemos que la concepción del Estado 
de derecho como principio organizativo clave de la administración pública solo ha 
surgido tras una historia tumultuosa y violenta que abarca muchos siglos. 
Sostenemos que sugerir que las atrocidades cometidas por el Estado de Israel se 
llevan a cabo en defensa de la civilización occidental es una amarga tontería. Los 
Estados occidentales y muchos otros se esfuerzan por distanciarse de los 
regímenes coercitivos; por el contrario, el camino viable a seguir para los Estados 
modernos es basarse en un ordenamiento jurídico razonable y en la sabiduría 
necesaria para aplicar esa ley de manera razonable, tanto a nivel nacional como 
internacional. 

 
Llamamiento a las Naciones Unidas — Solicitud 
 

57. Nosotros, la gente de a pie, hacemos un llamamiento a las Naciones Unidas para 
que adopten medidas inmediatas en relación con las cuestiones abordadas en 
este llamamiento y para que emprendan, sin demora, una reorientación de su 
propio enfoque con el fin de abandonar cualquier política aparente de indulgencia 
o complacencia hacia un Estado que maltrata a las personas bajo su dominio y 
comete actos que consideramos que constituyen actos de genocidio y crímenes 
de guerra contra personas más allá de las fronteras del Estado de Israel (1949-
1967). 
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58. Nosotros, la gente de a pie, solicitamos a las Naciones Unidas, en resumen: 

1. Que se suspenda la condición de miembro de pleno derecho del Estado de 
Israel en la ONU y en todos los organismos de la ONU, limitándola a la 
condición de observador20 ; 

2. que obligue a Israel a retirarse de los territorios ocupados (de conformidad, 
entre otros, con la Resolución 242 del Consejo de Seguridad de la ONU, el fallo 
de la Corte Internacional de Justicia de 19 de julio de 2024 y la Resolución 194 
de la Asamblea General de la ONU);  

3. Actuar de tal manera que el Estado de Israel respete el Estado de derecho; 
4. Reinventar la propia Organización de las Naciones Unidas de tal manera que 

sus organismos estén protegidos, que se defiendan los derechos humanos y 
que la Asamblea General pueda actuar con rapidez y de forma colectiva en 
caso de genocidio y crímenes de guerra, eludiendo, si es necesario, al Consejo 
de Seguridad; 

5. Involucrar sistemáticamente a las mujeres de manera significativa en los 
procesos de toma de decisiones y en los organismos. 
 

59. En vista de lo anterior, nosotros, la gente de a pie, solicitamos además que la ONU 
se comprometa a movilizar a la comunidad internacional para que se convierta en 
una fuerza correctiva que impulse la reforma de Israel, aislando a este país y a sus 
aliados cómplices mediante el cese del comercio con las partes que mantengan 
vínculos con el Gobierno israelí, y aplicando criterios selectivos en los 
intercambios culturales y los viajes internacionales ante actos de genocidio, 
crímenes de guerra, violaciones de los derechos humanos y vulneraciones de las 
libertades civiles. 
 

Firmado por orden y en nombre de la gente de a pie, 
 
 
 
REYNIER OVERHOFF, representante de la gente de a pie. 

 
20 Se entiende de forma proactiva que la condición de observador, tal y como se solicita en el punto 1, puede 
volver a convertirse en la de miembro de pleno derecho en función del momento en que el Estado de Israel 
cumpla con los criterios del Estado de derecho, incluida la adhesión al derecho internacional. La Carta 
menciona la suspensión (art. 5) y la expulsión (art. 6). Creemos que, no obstante, las Naciones Unidas 
deberían actuar tal y como se solicita, a la luz de las graves violaciones del Estado de derecho, y rebajar la 
condición del Estado de Israel a la de observador. 


